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que el empresario se ha limitado a ejercitar un acto de
libertad al margen del contrato de trabajo. La conducta
empresarial. fundada en motivos expresamente prohi­
bidos como el sexo, nO puede ser valorada como un
mero acto de libertad indiferente para el Oerecho. La
trascendencia del acceso al empleo como vehículo de
superación de la situación social peyorativa de los colec­
tivos discriminados no puede ser negada. como 10 rati­
fican los instrumentos internacionales citados. Y por ello
mismo. la mera negativa a renovar un contrato o a con­
tratar por parte del empresario, es jurídicamente rele­
vante desde el momento en que a la luz de los hechos
declarados probados, ha sido un motivo prohibido por
discriminatorio el que ha obstado a la reanudación de
la relación laboral, porque entra de lleno en el ámbito
de aplicación del art. 14 C.E.. y deben serie aparejadas
las consecuencias lógicas que derivan de esta cali­
ficación.

Por consiguiente, una argumentación como la man­
tenida por la Sala en su resolución hoy impugnada pro­
voca, sustancialmente, el efecto de abstenerse en dis­
pensar el amparo que se pide con fundamento en prin­
cipios extraídos del ámbito de la legalidad ordinaria, que
no pueden, en modo alguno, neutralizar la realidad com­
probada -y los efectos- de la vulneraciónpor el empre­
sario de un derecho fundamental de la actora (STC
88/1985, fundamento jurídico 4. 0

). La Sentencia ahora
impugnada, fundándose en motivos carentes de virtua­
lidad para oponerse a la efectividad del derecho fun­
damental a la no discriminación por razón de sexo, ha
vulnerado el art. 14 C.E, por lo que el recurso de amparo
ha de ser estimado.

4. Detectada la existencia de una conducta discri­
minatoria del empresario, la misma debió ser corregida
por el órgano judicial, y al no haberlo hecho asi. nos
corresponde adoptar las medidas necesarias para eli­
minar los efectos perjudiciales que aquella conducta dis­
criminatoria ha producido. Sólo así puede entenderse
cumplido el mandato constitucional de que «no preva­
lezca» discriminación alguna; un mandato reforzado que
impone a los poderes públicos la obligación específica
de adoptar las medidas precisas para garantizar la efec­
tividad de la igualdad rota (art. 53.2 C.E.).

Puesto que la referida conducta prohibida ha tenido
como consecuencia el crear un obstáculo definitivo al
acceso al empleo de la trabajadora afectada, sus efectos
pueden ser equiparados a los de aquellas medidas que,
en el ordenamiento laboral. impiden la continuidad del
vínculo laboral por decisión unilateral del empresario,
esto es, a los del despido fundado en la vulneración
de un derecho fundamental (STC 166/1988), o sea, la
ineficacia absoluta del acto empresarial extintivo; ilícito
por discriminatorio. En el presente caso, el efecto anu­
latorio afectaría a la denegación de la prórroga, y por
ello, eliminada esa denegación, habría de entender
prorrogada temporalmente o contratada por un nuevo
período el prilT)itivo contrato temporal para el fomento
del empleo. Asi lo entendió la Sentencia de instancia,
que condenó al Ministerio de Cultura a abonara la actora
los salarios dejados de percibir desde el día 1 de julio
al 31 de diciembre de 1990. De este modo, para restituir
a la actora en el goce de su derecho fundamental, pro­
cede anular la Sentencia de la Sala de lo Social del Tri·
bunal Superior de Justicia para que produzca plenos
efectos la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 26
de Madrid, de 7 de enero de 1991 (autos 580/90).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
OE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo y, en su virtud;

1.o Declarar el derecho de la recurrente a no ser
discriminada por su condición de mujer (art. 14 C.E.)..

2.0 Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
de 7 de mayo de 1991 (recurso de suplicación núm.
1.089/91 ).

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a siete de junio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer.-Fernando García-Mon y GonzálezRegueral.-Car­
los de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sendra.-Rafael
de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado
y rubricado.

16035 Sala Primera. Sentencia 174/1994. de 7
de junio de 1994. Recurso. de amparo
732/1992. Contra Auto de la Audiencia Pro­
vincial de San Sebastián V otras resoluciones
judiciales previas, desestimatorias del recurso
de nulidad de actuaciones. promovido por los
recurrentes V fundado en que el Juzgado de
Instrucción dispuso en el proceso penal abre­
viado la apertura del juicio oral sin haberles
notificado, previamente, elAuto de conclusión
de las diligencias previas. Supuesta vulnera­
ción del derecho a la tutela judicial efectiva:
no agotamiento de recursos en la vía judicial.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra, don Rafael Mendizábal Allende, y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA·

En el recurso de amparo núm. 732/92 promovido
por don Juan Ripalda González y doña María Angeles
Esain Eríce, representados por el Procurador de los Tri­
bunales don José de Murga y Rodríguez y bajo la asis­
tencia letrada de don Raúl Martín, contra el Auto de
la Audiencia Provincial de San Sebastián que desestíma
el recurso de queja deducido por los recurrentes contra
el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 1 de Eibar que,
a su vez, desestimó el recurso de nulidad de actuaciones
promovido por los recurrentes, fundado en que el Juz­
gado de Instrucción dispuso en el proceso penal abre­
viado 785/90 la apertura del juicio oral sin haberles
notificado, previamente, el Auto de conclusi6nlle .Ias
diligencias .previas. Ha intervenido el MinistElrio.J;iscab
y ha sido Ponente don Vicente Gimerio' Sendra;quien1
expresa el paree'er de la Sala.. '" '_';",:')J;f,*\:Y"\~\;<l~:~''j¡rii/¿'''-j,r!<;
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1. Antecedentes

1. Don José Maria Murga y Rodríguez, Procurador
de los Tribunales, en nombre y representación de don
Juan Ripalda González y doña María Angeles Esain Erice.
por medio de escrito presentado en este Tribunal en
fecha 23 de marzo de 1992, in1erpone recurso de ampa­
ro contra el Auto de la Audiencia Provincial de San Sebas­
tián, de 25 de febrero de 1992, que desestimó recurso
de queja contra la providencia del Juzgado de Instrucción
núm. 1 de Eibar, de 27 de noviembre de 1991, que
a su vez inadmitió a trámite «recurso de nulidad de
actuaciones».

2. La demanda se basa, en síntesis, en los siguientes
hechos:

Los recurrentes comparecen como imputados en dili­
gencias previas por delito de contrabando con fecha
6 de noviembre de 1990. El 6 de marzo de 1991 se
dicta Auto por el que se transforman las diligencias pre­
vias en procedimiento abreviado. sin que se encontraran
personados y sin que les fuera notificado. como impu-
1ados, el citado Auto. .

Los recurrentes se personan en el procedimiento el
22 de oc1ubre de 1991, y tras el oportuno traslado de
actuaciones, solicitan, con fecha 7 de noviembre, y con
base a la no notificación del Auto de transformación,
que el Juzgado «tenga por interpuesto recurso de nulidad
de actuaciones o cualquier otro al que hubiere lugar
en Derecho ... y se declare la nulidad de actuaciones
desde el Auto de 6 de marzo de 1991 ».

El Juzgado de Instrucción núm. 1 de Eibar acordó
el27 de noviembre de 1991, «no haber lugar a proveer­
lo ... al no existir el llamado, por esa representación,
recurso de nulidad de actuaciones, ni ser ésta la vía
para hacer valer su pretensión. por lo que no procede
entrar sobre el fondo), requiriendo la presentación del
escrito de defensa.

Interpuesto recurso de queja, es rechazado por Auto
de la Audiencia Provincial de 25 de febrero de 1992.
que confirma los razonamientos anteriores, señalando
que el recurso que debió de interponer era el de reforma.

3. La demanda se dirige contra las resoluciones del
Juzgado de Instrucción y de la Audiencia Provincial. que
rechazaron el recurso de nulidad interpuesto por los
demandantes, fundado en la falta de notificación del
Auto de conclusión de las diligencias previas. a pesar
de su condición de impu1ados. En la demanda se pre­
1ende que es1e Tribunal constate la vulneración de los
derechos consagrados en el arto 24 de la Cons1itución
y declare la nulidad de las actuaciones seguidas en el
Juzgado de Instrucción desde que se dictó el Auto dic­
tado el 6 de marzo de 1991, disponiendo la subsanación
del motivo de nulidad.

4. Por providencia de 18 de marzo de 1992, la Sec­
ción Segunda, a tenor de lo establecido en el arto 50.3
de la Ley Orgánica de este Tribunal, acordó conceder
al Ministerio Fiscal y a los solicitantes de amparo, el
plazo de diez dias para que alegasen sobre la concurren­
cia del motivo de inadmisibilidad consistente en carecer.
manifiestamente la demanda de contenido constitucio­
nal [arl. 50.1 cl LOTC]. El Ministerio Fiscal y los deman­
dantes en sendos escritos presentados, respectivamente,
el 27 y el29 de mayo de 1992, coincidieron al considerar
que no podía descartarse la relevancia constitucional
qe las cuestiones suscitadas por los recurrentes, al ampa­
ro del arto 24 de la Constitución.

5. Por providencia dEl 18 de junio de 1992, la Sec­
ción acordó admitir a trámit.e la. demanda de amparo

y dirigirse al Juzgado de Instrucción núm. 1 de Eibar
ya la Audiencia Provincial de San Sebastián reclamando
respectivamente, testimonio del procedimiento abrevia:
do y del rollo de Sala, asi como se emplazase a los
que hubieran sido parte en el proceso judicial previo.

6. Por providencia de 14 de septiembre de 1992
la Sección acordÓ tener como personado y parte alPra:
curador de íos Tribunales don José Murga Rodriguez
en representación de don Martín Landa Compains y,
de conformidad con lo establecido en el arl. 52 de la
Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, dar vista de
las actuaciones a todas las partes para que formulasen
alegaciones.

7. El Ministerio Fiscal formuló las suyas mediante
escrito presentado el 2 de octubre de 1992, solicitando
que se otorgase el amparo, aunque con la salvedad de
que para re~ablecer a los recurrentes en la integridad
de su derecho, es suficiente con que se anule el Auto
de la Audiencia Provincial de San Sebastián, que no conM
sidera, en cuanto al fondo, la petición de nulidad dedu­
cida por los recurrentes, que debieron intentar, previa­
mente. el recurso de reforma. Para el Ministerio Fiscal,
el órgano judicial ha realizado una interpretación rigorista
de los requisitos procesales, contraria al derecho a la
tutela judicial efectiva, en cuanto que lo decisivo no es
el nomen iuris con el que se designa el recurso, en este
caso. un atípico recurso de nulidad, sino la necesidad
de poner en conocimiento del órgano judicial la exisM
tenda de una determinada irregularidad procesal, deter­
minante de la vulneración de los derechos constitucio­
nales de los recurrentes. Por ello, teniendo en cuenta
que los órganos judiciales no han llegado a pronunciarse,
en cuanto al fondo, sobre la petición de nulidad, el alcan­
ce que debe darse al otorgamiento del amparo debe
quedar reducido a exigir de la Audiencia Provincial un
pronunciamiento d~ fondo sobre la cuestión planteada.

Mediante escrito, presentado en este Tribunal el 9
de octubre de 1992, el Procurador de los Tribunales
don José de Murga y Rodríguez presentó las suyas en
representación de Martín Landa Compains, que se adhi­
rió a la solicitud de amparo formulada por los recurrentes.

8. Por providencia de fecha 2 de junio de 1994,
se acordó señalar el siguiente día 7 del mismo mes y
año para la deliberación y fallo de la presente Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. Los demandantes impugnan en esta sede cons­
titucional diversas resoluciones judiciales, que han recha­
zado su petición de nulidad, basada en que el Juzgado
de Instrucción dispuso la apertura del juicio, sin haberles
notificado, previamente, el Auto de" conclusión de las
diligencias previas y de transformación en procedimiento
penal abreviado, a pesar de su condición de imputados.

El contenido de la solicitud de amparo, claramente,
pone de manifiesto que los recurrentes se dirigen a este
Tribunal, reclamando la nulidad de las actuaciones sub­
siguien1es a aquella resolución, a la que se atribuye la
vulneración de su derecho' constitucional de defensa.
Por lo tan10, a la vista de la pretensión deducida en
la demanda de amparo, la negativa de los órganos judi­
ciales a resolver la petición de nulidad, por no haberse
formulado un recurso de reforma previo, no constituye
una reclamación independiente, fundada en la vulnera­
ción del derecho a la tutela judicial efectiva, que en todo
caso no puede considerarse producida. 'por cuanto. como
viene reiterando este Trib\lnal, no constituye denegación
de este derecho fundamental lainadmisión de una acción
o recurso. acordada fülÍ!ladamente p,órel órg~no com
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patente en aplicació'n, como ocurre en el presente' caso.
de una causa legal. •

2. Delimitado el objeto de la presente solicitud de
amparo, antes de considerar la petición en cuanto al
fondo. es preciso examinar si, de acuerdo con nuestra
doctrina jurisprudencial. puede considerarse cumplida
la exigencia recogida en el art. 44.1 a) de la Ley Orgánica
de estll Tribunal. consistente en haber agotado los recur­
sos utilizables en la vía judicial prevía. dado que esta
demanda de amparo presenta la peculiaridad de haberse
formulado contra una resolución no definitiva.

Recientemente. este Tribunal, ha tenido ocasión de
referirse a la subsidiariedad del proceso constitucional
de amparo. a propósito de demandas deducidas contra
resoluciones interlocutorias recaídas en el proceso penal.
Las SSTC 32/1994 y 147/1994 han recordado que
el marco natural en el que ha de intentarse la reparación
del derecho constitucional vulnerado por la actuación
del órgano jurisdiccional. es el mismo proceso judicial
previo. De tal modo que. en principio. sólo cuando éste
haya finalizado. por haber recaído una decisión definitiva,
puede entenderse agotada la vía judicial Y. consecuen­
temente, es posible acudir ante este Tribunal en oeman­
da de amparo.

3. Cabe señalar. por tanto. que la denunciada infrac­
ción procesal consistente _en la falta de notificación del
Auto de conclusión de las diligencias previas, no ha pro­
ducido. defínitiva e irremediablemente. la vulneración del
derecho de defensa de los' recurrentes. Es cierto que
este Tribunal. en la STC 186/1990. ha destacado la
importancia de esta notificación para preservar la vigen­
cia del derecho de defensa y la garantía del principio
de contradicción. Pero, la infracción de la norma procesal
sólo puede considerarse constitucionalmente relevante
si se traduce en una lesión efectiva del derecho fun­
damental vulnerado, que en este caso no puede enten­
derse producida. puesto que la indefensión derivada de
la falta de notificación aún puede ser alegada por la
parte y examinada por el órgano judicial en la audiencia
preliminar contemplada en el arto 793.2 L.E.Crim.. o inclu­
so Y. en su caso. ser restablecido el derecho vulnerado
a través de la observancia de la doctrina de la prohibición
de valoración de la prueba inconstitucionalmenteobte-.
nida. Ha de reconocerse, pues, que todavía existe, al
alcance de los recurrentes, un medio adecuado de repa­
ración. por lo que no puede considerarse agotada la
vía judicial previa y, en consecuencia, no·es posible exa-,
minar. en cuanto al fondo. la pretensión de amparo. que
por esta razón ha de quedar imprejuzgada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR lA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE lA CONSTITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el presente recurso de amparo.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado).

Dada en Madrid. a siete de junio de mil novecientos
noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo­
Ferrer....:.Fernando García-Mon y González-Regueral.-Car­
los de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sendra.-Ra.fael
de Mendizábal. Allende.-Pedro Cruz Villalón.-Firmado
y ruhricado. .

16036 Sala Primera. Sentencia 175/1994. de 7
de junio de 1994. Recurso de amparo
925/1992. Contra Auto del Juzgado de Pri­
mera Instancia número 1 de Murcia, en Autos
de juicio ejecutivo. que desestimó la nulidad
de actuaciones solicitada por los recurrentes.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: principio de contradicción procesal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando Garela-Mon y González,Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno
Sendra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. _925/92. interpuesto
por doña Pilar lribarren Cavalié. Procuradora de los Tri­
bunales, en nombre y representación de don José Tomás
San Román y doña Matilde lafrilla Mateo. defendida
por el Letrado don Gonzalo Arroyo Fernández, contra
el Auto de fecha 10 de octubre de Hl91. díctado por
el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Murcia. en
autos de juicio ejecutivo núm. 282/89. que desestimó
la nulidad de actuaciones solicitada por los recurrentes.
Ha sido parte el Ministerio Fiscal y Ponente el Magistrado
don Carlos de la Vega Benayas. quien expresa el parecer
de la Sala. . .

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
7 de abril de 1992. la Procuradora doña Pilar Iribarren
Cavállé. en nombre y representación de.don José Tomás.
San Román y doña Matild\l lafrilla Mateo. ínterpone el
presente recurso de amparo contra el Auto de fecha
10 de octubre de 1991 (notificado el 25 de marzo
de 1992). dictado por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Murcia en Auto de juicio ejecutivo núm.
282/89. .

2. El presente recurso tíene su origen en los siguien-
tes hechos: '. '. .

a) La Caja de Ahorros de Murdairíterpuso contra
los dos recurrentes y varias personas más demanda de
juicio ejecutivo. cuyo conocimiento correspondió'al Juz­
gado de Primera Instancia núm. 1 de Murcia. quien lo
tramitó con el núm. 282/89. .

b) El Juzgado de Prímera Instanéi~nú~;l de Murcia
ordenó despachar la ejecución mediante Auto de. 29
de marzode 1989. requiriendo de pago. a los deman­
dados. con apercibimiento de embargo y citándoles de
remate en forma legal. para lo que se libró el corres­
pondiente exhorto al Juzgado Decano de los de Primera
Instancia de Madrid. ya q~e los recurrentas tenían su
domicilio en esta última ciudad~

c) Don José Tomás San Román y doña Matilde lafr~

lIa Mateo fueron respectiva menta requeridos de pago
con fecha 22 de septiembre de 1989 y .27 de septiem­
bre. respectivamente. y como quiera que astos últimos
no pagaron en elacto. se procedió al,lImbargo de'los .

. bienes aIOS,qu,:. se re.fie.ren... la~"qili!Í~~.i.~.jt~ec.e!!"l!'¡rgo
(documento~ nums.. !:l. Yi, 1Qt¡l~I!!~.!l1iq!l!P.•Q!\'tl!. la

.dem!mda), crtánd_oles ,de rema!'ivm!lNll'~Q:\o,.;l..e:t,o, por'
medIO de cédula en la que se hacía constar que podían


